Foro Hemisférico de la Sociedad Civil: Paz, Seguridad y Cooperación en las Américas

FORO HEMISFÉRICO DE LA SOCIEDAD CIVIL EN PREPARACIÓN DEL 
XL PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL DE LA OEA: “PAZ, SEGURIDAD Y COOPERACIÓN EN LAS AMÉRICAS”
Sede de la OEA 

5 y 6 de mayo de 2010 
RECOMENDACIONES 

El 5 y 6 de mayo de 2010, representantes de la sociedad civil del hemisferio se reunieron en la sede de la OEA, en Washington, DC, con el fin de formular sus recomendaciones en preparación del XL período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
Las recomendaciones surgieron durante los dos días de deliberaciones, en los que se realizaron tres sesiones temáticas, con sus respectivos diálogos en grupos de trabajo, y se desarrollaron de acuerdo con el tema de la Asamblea General, “Paz, seguridad y cooperación en las Américas”, y los elementos formulados en el Proyecto de Declaración de Lima. La lista de participantes del Foro Hemisférico de la Sociedad Civil está incluida como anexo 1 de este documento.


Principales asuntos considerados:

· Los factores de inseguridad existentes en el continente constituyen amenazas tradicionales y no tradicionales; entre ellas los de orden estructural como la pobreza, la exclusión y la falta de oportunidades para el desarrollo; la debilidad institucional asociada a la ausencia de garantías; el impacto del crimen organizado nacional y transnacional; los conflictos armados, el uso del terrorismo, las violaciones a los derechos humanos, los contextos de violencia e ilegalidad.

· En los Estados, los gobernantes y funcionarios y las mismas sociedades se expresan problemas que afectan la ética con relación a los asuntos públicos, de forma que generan descomposición institucional, social y criminalidad, a partir de elementos como la corrupción. Es notorio que Estados y gobiernos carecen de políticas, estrategias y planes en materia del derecho a la seguridad, con perspectiva humana, social y en coherencia con la preservación de los derechos y garantías fundamentales. El empoderamiento ciudadano y el fortalecimiento de las comunidades y sus capacidades son elementos determinantes al respecto.

· El narcotráfico y otras formas de criminalidad influyen de forma nefasta en los poderes del Estado y en las sociedades. Contribuyen a corromper la función pública, los partidos políticos y los eventos electorales. Debilitan la institucionalidad democrática, fomentan la violencia y producen un ambiente de inseguridad en los países afectados.

· Es grave la afectación de nuestras sociedades por distintas formas de criminalidad organizada que proliferan en contextos de notorias carencias sociales y de alternativas para la población y en especial para los jóvenes.

· Es necesario abordar los asuntos de la seguridad, la paz y el desarrollo desde de una visión género- sensitiva. Ello obliga a recuperar una relación de género fundada en la equidad, el respeto a la diversidad, la diferencia y hacer efectivos los derechos de las mujeres y las niñas.

· Las personas víctimas de trata se encuentran en un estado de absoluta indefensión, en la actualidad constituye uno de las más graves violaciones a los derechos humanos y se asocia también a una de las peores formas de corrupción, por lo que deben ser incorporadas a los planes de prevención y combate a la corrupción.

· En el tema de la seguridad no consiste sólo en responsabilizar a la OEA u organizaciones multilaterales para solucionar o generar buenas prácticas en la prevención, superación de los factores de inseguridad y rehabilitación, sino que cada Estado debe responsabilizarse y rendir cuentas a sus ciudadanos del trabajo eficiente, tomando en cuenta que muchos gobiernos solicitan préstamos para combatir la delincuencia, sin generar los resultados esperados, con compromiso del erario público y recursos aportados por los mismos nacionales.

· La ley aprobada recientemente en Arizona que criminaliza la situación de indocumentación de la población migrante constituye un negativo precedente y exige considerar la situación de estas personas sobre presupuestos de no exclusión, reconocimiento y solución constructiva a una problemática que es de profundo transfondo social. Se debe buscar la regularización en tal sentido de esta problemática como la superación de la inseguridad que se deriva de la misma. Erradicar de los preceptos de los órganos de seguridad la hipótesis para los Estados que considera como amenaza la condición migrante.

Propuestas con perspectiva al Cuadragésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA:

· El Proyecto de Declaración de Lima carece de un enfoque más integral en la observación tanto de los factores que generan la inseguridad como de las propuestas posibles hacia la consolidación de la paz, el logro de un ambiente de seguridad humana y la consideración de asuntos centrales como la equidad y el enfoque de género. Proponemos cambiar la expresión que exalta sólo la labor de las fuerzas armadas por otra más integral e incluyente del conjunto de esfuerzos intergubernamentales, estatales y sociales en el mantenimiento de la paz y en la atención de casos como los desastres naturales.

· Conseguir que el propósito de la paz conlleve a que de manera concertada y con apoyo en las instancias de la OEA, los Estados eviten las expresiones de militarización, la carrera armamentista, la injerencia indebida, el tratamiento militar o por vías de hecho ante las diferencias y litigios territoriales o de otra índole. Destacar los principios de la Carta Democrática Interamericana. Preservar la solución pacífica, por vía política y diplomática y mediante métodos civilistas de los conflictos. Evitar cualquier llamado a la guerra y consolidar un clima de cooperación para la paz en el continente.

· Fortalecer las instituciones democráticas sobre presupuestos de transparencia, formas de control, rendición de cuentas y participación ciudadana. Urge conseguir la modernización en las gestiones públicas, en especial el ejercicio desde los partidos políticos y en las campañas electorales. Reglamentar y controlar los procedimientos al respecto en donde no se logra y fortalecer la actuación de la justicia, los órganos de control, eliminando las prácticas corruptas.

· Fortalecer la justicia. Combatir, sancionar los responsables y prevenir graves delitos transnacionales que se encuentran con frecuencia relacionados como el narcotráfico, el comercio ilegal de armas y todas las formas de trata de personas con fines de tráfico de órganos, esclavitud laboral y explotación sexual, en especial  de mujeres y de niñas y niños para la pornografía infantil.

· Garantizar el acceso a la información pública y en particular en asuntos como el manejo de los presupuestos en las actuaciones de las autoridades civiles y con relación a las fuerzas armadas y policiales.

· Fomentar la cooperación entre los Estados para mejorar las políticas y las acciones. Más allá de la cooperación conseguida con el concurso de los organismos intergubernamentales y las entidades internacionales, entre ellos con importancia la OEA, dinamizar las acciones multilaterales y bilaterales asumidas hacia la superación de los factores de inseguridad. 

· A instancias de la OEA y de las formas de cooperación internacional reviste importancia la contribución a la superación de conflictos armados, expresiones de violencia y el peso del narcotráfico y de otras economías ilegales que se registran de forma particular en Colombia y en otros países. Se requiere contribuir a la resolución política del conflicto armado interno colombiano como lo ha recomendado la ONU y otros organismos intergubernamentales, evitar su internacionalización, preservar la paz en las fronteras y conseguir la normalización de las relaciones diplomáticas de manera integral entre todos los países e incentivar la cooperación orientada a la paz y al desarrollo.

· Revisar la estrategia y las políticas del combate al narcotráfico para conseguir resultados eficaces. Considerar la erradicación de los cultivos, el tráfico ilegal y el consumo de cocaína. Asumir en todas sus consecuencias la corresponsabilidad, la represión en todas sus manifestaciones al crimen organizado del orden internacional y nacional, pero también solucionar en su base las problemáticas sociales y de salud pública. Esta estrategia no puede abordarse desde una perspectiva militar sino desde una política integral que le atribuya la importancia debida a elementos como la inversión social y la prevención.

· Las soluciones a los factores y a las consecuencias de la inseguridad no pueden ser sólo del orden policial y represivo sino de políticas de desarrollo, sociales y de alternativas en un sentido integral. Los sistemas carcelarios no son suficientes ni adecuados si se carece de políticas y de programas realmente orientados a la rehabilitación tanto de las poblaciones afectadas como de las aún no incluidas en la población delictiva y la reintegración adecuada de los jóvenes y demás pobladores comprometidos en circuitos de actuación ilegal. 

· Se deben atender alternativas socio-económicas y priorizar la atención de la educación en temas muy sensibles como los derechos humanos vistos tanto en la perspectiva de las responsabilidades existentes y la superación de las formas de impunidad como desde su ejercicio general en la cotidianidad y con énfasis en la educación. De forma especial debe garantizarse el reconocimiento de la multiculturalidad, los derechos y los idiomas de los pueblos primigenios de América y la garantía desde las autoridades al respecto.

· Asumir estrategias de prevención. Considerar la rehabilitación de las personas que han derivado en la criminalidad. La prevención del consumo indebido de drogas y de alucinógenos es uno de los pilares para evitar el delito y la descomposición del tejido social con particular impacto en la población joven. Es importante la prevención con prioridad  en la labor educativa y de formación por parte del Estado, para evitar el fortalecimiento de fenómenos como las pandillas; superar el miedo y la inseguridad percibida por la población; evitar los endeudamientos onerosos con organismos financieros internacionales, aprovechar debidamente los recursos y conseguir resultados eficaces en la lucha contra la criminalidad.

· Estimular la colaboración entre la sociedad civil, los Estados y la comunidad internacional. Asumir la responsabilidad social y proveer fondos económicos para la implementación de programas y campañas educativas funcionales y medibles para la prevención, protección, asistencia a las víctimas y sus derechos, la rehabilitación carcelaria, reintegración social y la no reincidencia. Es esencial fortalecer la cultura de paz, la difusión de las buenas prácticas, las experiencias y observaciones constructivas de la sociedad civil y lograr que los  medios de comunicación sean sensibles en difundir dichos esfuerzos.


Recomendaciones Generales:

Participación de la sociedad civil en el Sistema Interamericano y la OEA:

· Instamos a que los Estados aprueben una propuesta de participación de la sociedad civil que sea abierta, sistemática e inclusiva.

· Resulta fundamental eliminar el derecho a veto por parte de los Estados a las organizaciones de la sociedad civil que cumplen con las condiciones de la resolución CP/RES. 759 (1217/99) “Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”, para ser parte del registro de la OEA.

· Garantizar la participación de la sociedad civil, entregar los proyectos de declaraciones y resoluciones en tiempo y forma de tal manera de permitir su análisis y desarrollo de recomendaciones a las mismas.

· Crear un fondo que permita garantizar la participación sistemática de la sociedad civil en todos los procesos de la OEA, en la cual se represente su diversidad.

· La conformación de un observatorio que sirva de foro permanente que permita a la sociedad civil incidir y hacer seguimiento al avance y cumplimiento de los compromisos adquiridos por los Estados en el marco del Sistema Interamericano.

· Fortalecimiento de los espacios de discusión al interior de la OEA y que ésta fomente espacios de un real diálogo y discusión al interior de los Estados. Solicitar a la OEA que se abran nuevos canales de diálogo entre las organizaciones de la sociedad civil y sus gobiernos.

· Que los Estados Miembros aceleren el proceso de aprobación del Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia actualmente en discusión en el Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA.

En relación al Proyecto de Declaración de Lima (AG/CP/GTDL-1/10 rev. 1):

Recomendaciones Generales al Proyecto de Declaración:

· Abordar el texto de manera transversal con enfoque de género y de derechos. No basta con mencionar grupos vulnerables, es necesario que el texto en su conjunto asuma la desigualdad en las relaciones de poder.

· Explicitar la promoción, defensa, y garantía de derechos humanos y NO discriminación.

· Incorporar una mención a la situación de Honduras, explicitando el apoyo al pueblo hondureño y la necesidad de garantizar la seguridad, el respeto de los derechos humanos y el reconocimiento y participación de las víctimas de violaciones a los derechos humanos y sus familiares para generar una Comisión de la Verdad participativa, abierta, independiente y rigurosa de acuerdo a los estándares internacionales.  

· Incorporar una mención a Haití, explicitando el apoyo a las víctimas y el compromiso con el apoyo al plan de reconstrucción propuesto y la creación de empleos, para que éste sea participativo y respetuoso de los liderazgos locales.

· En el contexto del tema de la paz, seguridad y cooperación y fundamentándonos en el artículo 44 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas que faculta a las organizaciones regionales, instamos a incluir este tema en la agenda de la Asamblea General, para que en ella se apruebe formalmente la adhesión de la OEA a ella.

· Incorporar en la Declaración un párrafo que aborde el tema de la transparencia y acceso a la información en relación del financiamiento de la política y las campañas electorales, entendiendo que ello resulta fundamental para prevenir financiamiento de campañas por parte de grupos interesados que puedan manipular, amenazar o no respetar aspectos relacionados a la paz, la seguridad y la cooperación. 

Recomendaciones Específicas al Proyecto de Declaración:

Párrafo 2: 
Su convicción en la solución pacífica de las controversias y el respeto al derecho internacional y el acatamiento de las decisiones emanadas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo expresan el establecimiento de mecanismos sencillos, rápidos y eficaces de acceso a la justicia para toda la población, especialmente de grupos vulnerables. 
Párrafo 4:
Su compromiso con el fortalecimiento del Sistema Interamericano y las instituciones democráticas, asimismo su compromiso de que la Organización de los Estados Americanos continúe contribuyendo a la superación de situaciones de tensión y a la solución de crisis; y asimismo, continuar apoyando los esfuerzos, acuerdos y mecanismos bilaterales, subregionales y regionales para prevenir conflictos y solucionar pacíficamente las controversias. 
Párrafo 5:

Su compromiso de continuar implementando medidas de fomento de la confianza y la seguridad, pues la seguridad, paz y cooperación no se alcanzan con dignidad cuando hay desigualdades en la educación, en la salud y servicios sociales básicos de los grupos vulnerables de mujeres y hombres de nuestra sociedad, los que son víctimas de discriminación y violencia por razón de su orientación sexual, identidad y expresión de género. 

Párrafo 6:

La necesidad que los órganos de la Organización de los Estados Americanos continúen trabajando en aras de la promoción y fortalecimiento del sistema de paz y seguridad regional para hacer frente a situaciones de tensión y a todas las amenazas que afecten a sus Estados. Asimismo, los Estados se comprometen a implementar las recomendaciones que entregue el informe de Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos realizado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Párrafo 9:

La necesidad de profundizar a nivel bilateral, subregional y regional mecanismos de cooperación que fortalezcan las capacidades de los Estados Miembros y les permitan enfrentar de manera integral, y en pleno respeto al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, las nuevas amenazas que afectan la seguridad de sus poblaciones, incluyendo el narcotráfico, el terrorismo, la trata y el tráfico de personas, el tráfico ilícito de armas pequeñas, ligeras, municiones y explosivos, las consecuencias de desastres naturales; la corrupción, y otros delitos transnacionales conexos; así como su vulnerabilidad a los impactos de los desastres naturales.

Párrafo 10:
Su decisión de crear y promover instancias de diálogo entre los gobiernos y la sociedad civil, así como implementar mecanismos de prevención, fomentar una cultura de paz y promover la educación para la paz entre los países de la región, que nos permita aplicar mayores recursos al bienestar de la población y hacer frente a los problemas generados por la violencia y las actividades delictivas que afectan el desarrollo de nuestras poblaciones y su seguridad. 
Nuevos Párrafos Propuestos al Proyecto de Declaración:

1. La convicción que no pueden existir paz y seguridad en situaciones de desigualdad, marginalización, vulnerabilidad y falta de justicia social.

2. Su compromiso con la promoción y protección de los derechos humanos, así como con la prevención de las violaciones a éstos y la seguridad de sus defensoras y defensores.

3. La convicción de que los procesos de reconstrucción no sólo deben ser rápidos, sino también oportunos y deben garantizar el acceso a la información, la participación y la justicia de ciudadanas y ciudadanos, especialmente de los y las afectadas.

4. El compromiso de los Estados de dar sostenibilidad a la prevención y atención en temas de salud, garantizando en situaciones de crisis, la calidad y continuidad de tratamientos antirretrovirales y  para infecciones oportunistas a personas viviendo con VIH y otras enfermedades crónicas.  

5. Su compromiso con la seguridad, respeto de los derechos humanos y no discriminación  de grupos tales como niños y niñas, adolescentes, mujeres, población indígena, afrodescendientes, personas con discapacidad, gays, lesbianas, bisexuales, transgéneros, transexuales e intersex, personas migrantes y sus familias y personas de la tercera edad.  

6. Su compromiso a luchar contra el racismo, la discriminación e intolerancia incluyendo como eje transversal de las discusiones a los diferentes sectores que han sido tradicionalmente discriminados y excluidos de la paz y la seguridad; nos referimos a las comunidades afrodescendientes; poblaciones indígenas; pueblo Roma; mujeres; jóvenes, niños y niñas; migrantes, refugiados y refugiadas, apátridas, minorías religiosas, personas de la tercera edad, o personas discriminadas por su orientación sexual, identidad y expresión de género.

7. El compromiso con el acceso a la información pública en el completo sentido del término así como difundir e implementar en los Estados Miembros la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública elaborada por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

8. El compromiso con el acceso a la información pública presupuestaria de defensa, considerando el “test de daño”, esto es que la reserva de la información produzca más daño que el beneficio de la publicidad de la misma.


· Recomendar a la OEA la realización de una reunión que integre los distintos grupos de trabajo en temas de desarrollo integral que se llevan a cabo en el proceso de Cumbres de las Américas, para de esta manera brindar la oportunidad de compartir ideas y recomendaciones y poder abarcar estos temas de una manera conjunta. 

· Que los Estados Miembros impulsen y fortalezcan acciones a través de inversiones que promuevan el desarrollo inclusivo desde el punto de vista de la valorización con diversidad cultural y conocimiento popular.

· Promocionar desde la OEA la articulación de los esfuerzos del Estado, las empresas privadas y la sociedad civil para lograr un mayor impacto visible, fomentando las alianzas y movilizando recursos. 

· Fortalecer el Proyecto de Declaración de Lima sobre el tema de la cooperación internacional, ya que el texto sólo se refiere a la cooperación en materia de seguridad (Art. 8 y 9) y excluye un enfoque de cooperación en materia de desarrollo integral.

· Promover entre los Estados Miembros el establecimiento de acuerdos, intercambio de prácticas y conocimientos en materia de cooperación sur-sur y cooperación triangular como mecanismo de cooperación multilateral.

· Difundir de manera más efectiva los diálogos, foros y charlas de manera de generar un espacio sobre lo que está promoviendo la OEA, para de esta manera lograr mayor articulación entre todos los actores y obtener mayores beneficios. Así como, construir mejores capacidades para que los que los diálogos sean más efectivos. 

· Preocupados por las circunstancias de vulnerabilidad que hacen parte de nuestras poblaciones y que impiden el desarrollo económico y social es que se solicita que los Estados Miembros confeccionen presupuestos y políticas publicas desarrollando acciones a favor de grupos tradicionalmente excluidos, poblaciones afrodescendientes, indígenas, personas de la tercera edad, con discapacidades, orientaciones sexuales e identidades de género diversas y demás grupos vulnerables en temas de educación, cultura, política alimentaria y vivienda, entre otros.

· Siendo el Mutualismo un vehículo adecuado y eficaz para contribuir al alivio de la pobreza en los sectores más vulnerables a través de la prestación de diversos servicios, así como para la facilitación del acceso a la salud y educación en los niveles más necesitados, los Estados Miembros deberán promover políticas de promoción e impulso del sistema mutual en el continente; así como otros sistemas exitosos replicables.

· Que la OEA aliente a los Estados Miembros a que cumplan el Consenso de Monterrey de la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo, donde los países desarrollados se comprometieron a destinar el 0,7% del PIB a la asistencia oficial para el desarrollo.

· Nuevo texto propuesto para el artículo 9: agregar la palabra multilateral.

· Que los Estados Miembros hagan particular énfasis en la aplicación y cumplimiento de la normativa vigente en términos de sostenibilidad ambiental, social y económica; y buscar mecanismos que garanticen la continuidad de estos factores.
· Impulsar ante catástrofes, programas efectivos e inclusivos de emergencia hacia los sectores más vulnerables y con discapacidades.

SEGURIDAD MULTIDIMENSIONAL EN LAS AMÉRICAS





FORTALECIMIENTO DE LOS DERECHOS HUMANOS Y LA DEMOCRACIA (PREVENCIÓN, MANEJO Y RESOLUCIÓN DE CRISIS Y CONFLICTOS)











COOPERACIÓN PARA EL DESARROLLO
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